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Señora 
MAYERLINE PINEDA PIENDA 
Líder del Proyecto MEN  
Soporte Lógico Ltda. 
Carrera 7 No 33-42 piso 4  
La ciudad  
    
 

REF.: PRESTACIONES SOCIALES – VACACIONES. DOCENTE. Radicados N°. 
20202060066702 del 17 de febrero de 2020. 

 
Respetada Señora: 

 
Me refiero a su comunicación, por medio de la cual consulta, en dar claridad sobre los factores salariales 
para liquidar las vacaciones del personal docente y directivo docente del sector oficial, igualmente indicar 
cuales conceptos se toma la doceava. 
 
Me permito dar respuesta a las mismas en los siguientes términos:  
 
El Decreto 2277 de 1979, por el cual se adoptan normas sobre el ejercicio de la profesión docente, frente a 
las situaciones administrativas de los docentes, señala:  
 

“ARTÍCULO  67.- Vacaciones. Los docentes al servicio oficial tendrán derecho a las vacaciones que 
determine el calendario escolar.” 

 
Es así como dentro de las distintas situaciones administrativas de los docentes se encuentran la licencia 
por enfermedad y las vacaciones, las cuales pueden coexistir. 
 
De otra parte, el Consejo de Estado mediante concepto 820 de 1996 sala de consulta y servicio civil 
22/05/96 respecto al tema del régimen de prestaciones sociales aplicable a los docentes señaló: 

IV. Régimen prestacional 

Mientras el régimen salarial de los docentes municipales se encuentra descentralizado por la Constitución, el régimen 
prestacional, por el contrario, está centralizado. Y no solamente en relación con ellos, sino, en general, con los empleados 
públicos de todos los niveles. 

Ya la Constitución de 1886 prescribía, entre las funciones del Congreso, la de fijar el régimen de prestaciones sociales de los 
empleados públicos (arts. 62 y 76, atribución 9ª). La Carta Política de 1991 es más categórica aún, al disponer que corresponde 
al Congreso, por medio de leyes "fijar el régimen prestacional de los empleados públicos, de los miembros del Congreso 
Nacional y de la Fuerza Pública", así como "regular el régimen de prestaciones sociales mínimas de los trabajadores oficiales", y 
al hacer esta perentoria advertencia: "Estas funciones en lo pertinente a prestaciones sociales son indelegables en las 
corporaciones públicas territoriales y estas no podrán arrogárseles" (art. 150, numeral 19, letras e y f). 
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En desarrollo de la norma superior, el Congreso expidió la Ley 4ª de 1992, que constituye el marco con sujeción al cual el 
Gobierno Nacional dicta los decretos en los cuales determina los regímenes prestacionales –así como la remuneración de los 
empleados públicos del nivel nacional, de los miembros del Congreso y de la Fuerza Pública–. Dicha ley, en su artículo 2º señala 
los criterios y objetivos que deben tenerse en cuenta por parte del Gobierno para la fijación de los regímenes indicados, salarial y 
prestacional, y no solamente manda el respeto a los derechos adquiridos de los servidores del Estado sino que prohíbe que 
puedan desmejorarse sus salarios y prestaciones sociales. 

Para los educadores es necesario tener en consideración, además, el proceso de nacionalización de la enseñanza oficial, 
primaria y secundaria, dispuesto por la Ley 43 de 1975 y que se cumplió entre los años de 1976 a 1980. Así como la Ley 91 de 
1989, que crea el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y regula el reconocimiento y pago de las prestaciones 
sociales a los servidores docentes. 

Las decisiones adoptadas por la Ley 43 de 1975 han sido objeto de una revisión de fondo por el constituyente de 1991 al 
disponer, en el artículo 356 de la nueva Carta Política, un sistema de situado fiscal que implica el traslado de responsabilidades 
en materia educativa y de salud, de la Nación a los departamentos y distritos y, simultáneamente, de los recursos indispensables 
para financiar la educación preescolar, primaria, secundaria y media, y la salud, en los niveles que señale la ley con especial 
atención a los niños. 

Como consecuencia de las competencias que asumen los departamentos y distritos respecto de los servicios educativos 
mencionados y sus implicaciones sobre la administración de personal, la Ley 60 de 1993, en su artículo 6º, trae dos importantes 
previsiones en materia prestacional. Por una parte, dispone que el régimen prestacional aplicable a los actuales docentes 
nacionales o nacionalizados que se incorporen a las plantas departamentales o distritales sin solución de continuidad y las 
nuevas vinculaciones será el reconocido por la Ley 91 de 1989. "Y las prestaciones en ellas reconocidas serán compatibles con 
pensiones o cualquier otra clase de remuneraciones". Y por la otra, respecto del personal docente de vinculación departamental, 
distrital y municipal, ordena su incorporación al Fondo Nacional del Magisterio, con la advertencia de que "se le respetará el 
régimen prestacional vigente de la respectiva entidad territorial". (Adicionalmente, la Sala remite a la consulta 760 / 95, que versa 
sobre el régimen salarial y prestacional aplicable al personal administrativo nacional y nacionalizado que se incorpore a la planta 
de personal de las entidades territoriales). 

Una ley más reciente, la 115 de 1995 (Ley General de la Educación), al referirse al servicio educativo estatal, prescribe que 
"únicamente podrán ser nombrados como educadores o funcionarios administrativos de la educación estatal, dentro de la planta 
de personal, quienes previo concurso, hayan sido seleccionados y acrediten los requisitos legales" (art. 105) y que es ilegal el 
nombramiento o vinculación del personal docente o administrativo que se haga por fuera de la planta aprobada por las entidades 
territoriales o sin el cumplimiento de los requisitos que esta ley establece (art. 107). 

En cuanto al régimen jurídico que alude al conjunto de prestaciones sociales, el artículo 17 de la Ley 6ª de 1945, citado por el 
consultante, ha sido sustituido por el artículo 5º del Decreto - ley 1045 de 1978 que, sin perjuicio de lo dispuesto en normas 
especiales, prescribe las reglas generales. Por tanto, deberán reconocerse y pagarse las siguientes prestaciones: asistencia 
médica, obstétrica, farmacéutica, quirúrgica y hospitalaria, servicio odontológico, vacaciones, prima de vacaciones, prima de 
navidad, auxilio por enfermedad; indemnización por accidente de trabajo o enfermedad profesional; auxilio de maternidad; auxilio 
de cesantía; pensión vitalicia de jubilación; pensión de invalidez; pensión de retiro por vejez; auxilio funerario y seguro por 
muerte. El mismo decreto hace una importante salvedad: las prestaciones que con denominación o cuantía distintas a las 
establecidas en la ley se hayan otorgado a los empleados públicos en disposiciones anteriores, continuarán reconociéndose y 
pagándose en los mismos términos. 

Respecto de las pensiones de jubilación extralegales, definidas con base en disposiciones departamentales o municipales 
anteriores al 23 de diciembre de 1993 y que crearon situaciones jurídicas de carácter individual en favor de servidores públicos o 
personas vinculadas laboralmente a las entidades territoriales o a sus organismos descentralizados, la Ley 100 dispone en su 
artículo 146 –norma de dudosa constitucionalidad – que continuarán vigentes, incluidos quienes hayan cumplido o cumplan 
dentro de los dos años siguientes, los requisitos exigidos en dichas normas. (Subrayado fuera de texto)  

El artículo 6 del Decreto 1381 de 1997 por medio del cual se establece la prima de vacaciones para los 
docentes de los servicios de los educativos estatales, dispone: 
 

Los aspectos generales referidos a esta prestación, no contemplados en este decreto y que no le sean 
encontrados, se regirán por lo establecido en el decreto Ley 1045 de 1978 y por las normas que lo reglamenten  
 

Por lo tanto, para el reconocimiento pago de las prestaciones sociales en este caso las vacaciones del 
personal docente se regirán por lo establecido por el decreto ley 1045 de 1978 por lo anteriormente 
explicado. 
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Por otro lado, en cuanto al personal administrativo de los establecimientos educativos el decreto 1278 de 
2002 dispuso: 

 
Artículo 67. Personal administrativo. El personal administrativo de los establecimientos educativos estatales se regirá por las 
normas que regulan la vinculación y administración del personal de carrera administrativa, conforme a lo dispuesto por la Ley 443 
de 1998 y demás normas que la modifiquen, sustituyan y reglamenten. 

El régimen salarial y prestacional del personal administrativo de los establecimientos educativos estatales, con cargo a los 
recursos del Sistema General de Participaciones, será el dispuesto por las normas nacionales. 

Por ende, el personal administrativo de las instituciones educativas, igualmente se le aplica lo establecido 
por el decreto ley 1045 de 1978 frente a las vacaciones y a los factores para liquidar las mismas. 
 
El Decreto 1045 de 1978, frente a la interrupción de las vacaciones establece: 

 
“ARTÍCULO  17. De los factores salariales para la liquidación de vacaciones y prima de vacaciones. Para efectos de 
liquidar tanto el descanso remunerado por concepto de vacaciones como la prima de vacaciones de que trata este decreto, se 
tendrán en cuenta los siguientes factores de salario, siempre que correspondan al empleado en la fecha en la cual inicie el 
disfrute de aquellas: 
  
a) La asignación básica mensual señalada para el respectivo cargo; 
  
b) Los incrementos de remuneración a que se refieren los artículos 49 y 97 del Decreto-Ley 1042 de 1978; 
  
c) Los gastos de representación; 
  
d) La prima técnica; 
  
(Ver Sentencia de la Corte Suprema de Justicia No. 91 de 1986) 
  
e) Los auxilios de alimentación y transporte; 
  
f) La prima de servicios; 
  
g) La bonificación por servicios prestado. 
 
En caso de interrupción de las vacaciones por las causales indicadas en el artículo 15 de este Decreto, el pago del tiempo 
faltante de las mismas se reajustará con base en el salario que perciba el empleado al momento de reanudarlas.” 

 
De acuerdo con lo señalado, se considera que las vacaciones son liquidadas con el salario que devengue 
el empleado al momento de iniciar el disfrute de acuerdo con los factores señalados en el artículo 17 del 
Decreto 1045 de 1978, siempre que el empleado los tenga causados, incluida la asignación básica 
mensual señalada para el respectivo cargo.  

En cuanto a la liquidación de los factores salariales por doceavas partes, es necesario determinar cual de 
ellas percibe el empleado público y cuales se reconocen y pagan anualmente, con el fin de establecer las 
doceavas partes. 
 
Para mayor información respecto de las normas de administración de los empleados del sector público; y 
demás temas competencia de este Departamento Administrativo, me permito indicar que en el 
link http://www.funcionpublica.gov.co/eva/es/gestor-normativo podrá encontrar conceptos relacionados con 
el tema, que han sido emitidos por esta Dirección Jurídica. 
 
El anterior concepto se emite en los términos establecidos en el artículo 28 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=84075#91
http://www.funcionpublica.gov.co/eva/es/gestor-normativo
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Cordialmente, 
 

 
 
ARMANDO LÓPEZ CORTES  
Director Jurídico  
 
Proyecto: Adriana Sánchez 
Revisó: José Fernando Ceballos 
Aprobó: Armando López Cortes 
11602.8.4 
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